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OPINIÓN N.º 026-2007/GNP
Entidad:
Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE)
Asunto:
Recurso de apelación
Referencia:
Comunicación recibida el 29.01.07
1. ANTECEDENTES

Mediante documento de la referencia, el Gerente de Administración y Finanzas (e) de la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) consulta a este Consejo Superior sobre los alcances del informe técnico legal que debe ser emitido con motivo de los recursos de apelación. 
2. CONSULTA

La Entidad solicita textualmente la absolución de la siguiente consulta:

“1. De conformidad con lo establecido en el artículo 151 del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, interpuesto un recurso de apelación dentro del desarrollo de un proceso de selección, la Entidad emitirá la resolución correspondiente, previo informe técnico–legal sustentatorio. Es decir, la normativa no indica que puedan emitirse dos o tres informes técnicos-legales, ni mucho menos un informe técnico separado de un informe legal.
2. Respecto del informe  técnico- legal surgen las siguientes interrogantes:

2.1 ¿Qué dependencia emitirá el informe técnico-legal?

2.2 ¿Corresponderá en todos los casos emitir un informe técnico (de manera independiente) por la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones o será la dependencia usuaria quien deberá emitirla?

2.3 ¿El informe Técnico contendrá la posición de la institución sobre el recurso presentado o sólo tendrá como finalidad el esclarecer y coadyuvar a la formulación de la posición institucional, la misma que será definida por la dependencia legal en su informe legal?

2.4 En el supuesto que el recurso de apelación versara sobre temas netamente legales, será necesario emitir un informe técnico, de ser así cuál sería el contenido del mismo y a qué dependencia le correspondería emitirlo?

2.5 ¿A qué dependencia le corresponde evaluar las situaciones previstas en el artículo 160º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, modificado por Decreto Supremo N.º 148-2006-EF?

3.   
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el literal h) del artículo 59° de la Ley, y el procedimiento 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el tema materia de consulta será analizado en términos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.

3.1. El artículo 54º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM,  establece que el recurso de apelación será conocido y resuelto por el Titular de la Entidad
 que convocó al proceso, previo informe técnico legal sustentatorio que en ningún caso podrá ser emitido por quienes integraron el Comité Especial. 
3.2 En concordancia con el citado artículo, el tercer párrafo del artículo 151º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM, señala que la decisión de resolver el recurso de apelación deberá contar previamente con un informe técnico legal sustentatorio, que en ningún caso podrá ser emitido por los miembros del Comité Especial.
Así, a fin de emitir un pronunciamiento válido, respecto a los cuestionamientos que puedan plantear los postores en torno al desarrollo de un proceso de selección, desde la convocatoria hasta la celebración del contrato, inclusive, resulta necesario que la resolución que resuelve el recurso de apelación se encuentre sustentada en un informe técnico legal. 
3.3 Ahora bien, la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado ha señalado expresamente que dicho informe no puede ser emitido por el Comité Especial, puesto que dicho órgano colegiado es quien adoptó la decisión que cuestiona el impugnante; sin embargo, dicha norma no ha identificado al órgano u órganos dentro de la Entidad, a quienes les correspondería emitir dicho informe.
Sobre el particular, resulta necesario tener presente que toda institución pública debe contar con documentos normativos que regulen su funcionamiento institucional y su organización interna, siendo uno de ellos el Reglamento de Organización y Funciones (ROF), el mismo que constituye un documento de gestión para alcanzar los objetivos de la Entidad. En éste se establecen, entre otros aspectos, los niveles de autoridad y responsabilidad de cada uno de los órganos de la Entidad, y las funciones que tiene cada uno de éstos.
En tal sentido, se concluye ante la ausencia de regulación expresa de la normativa de contrataciones y adquisiciones, que, en principio, serán las normas de organización interna de cada Entidad las que determinen a quién o a quienes le compete la función de emitir el informe técnico legal. 
En el supuesto que tales normas no hayan considerado expresamente a qué dependencias compete la emisión del informe técnico legal, debe tenerse en cuenta que éste tiene por finalidad sustentar el pronunciamiento que deba emitir el Titular de la Entidad –o aquel órgano en quien se haya delegado tal función– respecto de los cuestionamientos planteados por los impugnantes contra las decisiones que ha tomado el órgano encargado del proceso de selección.

En esa medida, cuando la normativa hace referencia al aspecto técnico del informe, debe entenderse que éste se refiere a los fundamentos de carácter científico y/o práctico especializados, que deberán tenerse en cuenta para resolver cuestiones, por ejemplo, vinculadas al incumplimiento de especificaciones técnicas. Teniendo en cuenta ello, resulta razonable que sea el área usuaria la que opine sobre aspectos relacionados con el requerimiento, pues ha sido quien los ha definido en ejercicio de las atribuciones conferidas por la normativa de contratación pública. 
En relación con el aspecto legal del informe, debe entenderse que éste está referido al sustento normativo de las decisiones de la Entidad en el marco del proceso impugnado. Por tanto, resulta razonable que el área de asesoría jurídica de la Entidad sea quien se encargue del sustento legal del informe.
En aquellos casos en los cuales los cuestionamientos sean de naturaleza netamente legal, corresponderá que el informe sólo verse sobre dicho aspecto, por lo que debería prepararlo el área de asesoría jurídica de la Entidad. 
3.4 En cualquier caso, queda claro que el informe técnico legal constituye una unidad, que sustentará la decisión de las autoridades de la Entidad al resolver los recursos presentados por los postores.  Por lo tanto, en caso de cuestionarse aspectos técnicos y legales, corresponderá que sea el área de asesoría jurídica la que consolide ambos sustentos en un solo informe, debido a que las resoluciones que emita la Entidad deben contar con el análisis del marco legal aplicable.  
3.5 Finalmente, en la medida que el artículo 151º del Reglamento establece que el informe técnico legal sustenta la decisión que resuelva el recurso de apelación, la misma que, según el artículo 160º del Reglamento puede consistir en declarar el recurso infundado, improcedente, fundado (efectuando el análisis pertinente sobre el fondo del asunto y otorgando la buena pro), así como que se declare de oficio la nulidad del proceso; corresponde que tal informe contenga la evaluación de dichos supuestos. En la medida que tal valoración está referida al cumplimiento de determinados dispositivos legales, deberá formar parte de la evaluación preparada por el área de asesoría jurídica. 
4.   
CONCLUSIONES

4.1. En principio, se establecerá en las normas de organización interna, a qué dependencia corresponde la elaboración del informe técnico legal a que se refiere el artículo 151º del Reglamento. 
4.2. Resulta razonable que sea el área usuaria la que opine sobre aspectos relacionados con el requerimiento, pues ha sido quien los ha definido en ejercicio de las atribuciones conferidas por la normativa de contratación pública, así como resulta razonable que sea el área de asesoría jurídica de la Entidad la que se encargue del sustento legal del informe.

4.3. En aquellos casos en los cuales los cuestionamientos sean de naturaleza netamente legal, corresponderá que el informe sólo verse sobre dicho aspecto. 

4.4. Siendo el informe técnico legal un solo documento, corresponderá al área de asesoría jurídica de la Entidad consolidar ambos sustentos en un solo documento, debido a que las resoluciones que emita la Entidad deben contar con el análisis del marco legal aplicable.  
4.5. En la medida que la evaluación de la configuración de los supuestos del artículo 160º del Reglamento está referida al cumplimiento de determinados dispositivos legales, deberá formar parte del sustento preparado por el área de asesoría jurídica.
Jesús María, 22 de febrero de 2007.
HUGO VALLEJOS CAMPBELL
GERENTE DE NORMAS Y PROCESOS
MSH/.

� De acuerdo al cuarto párrafo del artículo 151º del Reglamento, la facultad para resolver los recursos de apelación puede ser delegada. Dicha delegación no podrá recaer en el órgano encargado de la ejecución del contrato ni en el Comité Especial.
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